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Carlos Contreras Cruz1

1. Introducción2

La propuesta conceptual para el análisis de la seguridad social 
desarrollada por la Conferencia Interamericana de Seguridad 
Social (ciss) se refiere a la búsqueda de protección “a los in-
dividuos y las colectividades ante riesgos”.3 A partir de este 
enfoque de riesgos, deben reconocerse cuatro acciones que 
pueden tomarse para darles tratamiento: indiferencia, pre-
vención, ahorro y aseguramiento. Si bien las tres últimas pue-
den ser objeto de un exhaustivo análisis cuantitativo y cuali-
tativo, basados en el artículo 25 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos (dudh),4 y el artículo 9 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

1 Actuario por la Universidad Nacional Autónoma de México (unam) y Máster 
en Gestión y Administración de los Sistemas de Seguridad Social por la Uni-
versidad de Alcalá. Profesor de la Facultad de Ciencias de la unam, e inves-
tigador en la Conferencia Interamericana de Seguridad Social (ciss). Correo 
electrónico: carlos.contreras@ciss-bienestar.org
2 Agradezco a Andres Salazar Ruiz su eficiencia en la asistencia de investi-
gación.
3 Mariela Sánchez-Belmont Montiel, Miguel Ángel Ramírez Villelay Frida Ro-
mero Suárez, Propuesta conceptual para el análisis de la seguridad social desde 
la ciss, ciss, Ciudad de México, 2019.
4 onu, Declaración Universal de Derechos Humanos, onu, 1948 Disponible en 
https://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/
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(pidesc)5,6  es recomendable priorizar el estudio de los esque-
mas de aseguramiento social.

Un análisis integral de los seguros sociales debe partir 
de la idea de que estos buscan resarcir el daño ocasionado 
por la materialización de un riesgo (principio indemnizato-
rio), como cualquier esquema de aseguramiento, es decir, de 
un evento que sucedió pero que bien pudo no haber ocurrido. 
Por consiguiente, al momento de establecer cómo financiar el 
seguro, no se tiene certeza del número de casos que realmente 
acaecerán (medición) ni del equivalente monetario del daño 
que ocasionarán (cuantificación).

Para medir y cuantificar de manera adecuada los riesgos, 
en el seguro privado se recurre a técnicas actuariales suma-
mente desarrolladas para conocer el monto adecuado de re-
cursos monetarios para su financiación, incluso para cubrir 
posibles desviaciones estadísticas (mayor ocurrencia de si-
niestros), gastos de adquisición, administración, etcétera. No 
obstante, estas técnicas no son aplicables a los seguros socia-
les porque, como parte de los instrumentos para la seguridad 
social, no pueden ser excluyentes (principio de universalidad), 
están establecidos en el marco jurídico nacional (principio de 
obligatoriedad), debieran ser únicos (principio de unicidad) 
—o en su caso coordinarse para evitar la pérdida de derechos 

5 onu, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966 
Disponible en https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.
aspx 
6 El artículo 25 de la dudh señala que “toda persona tiene derecho a los segu-
ros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos 
de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes 
de su voluntad”. El artículo 9 del pidesc indica que “los Estados Partes en el 
presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, 
incluso al seguro social”.
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(principio de conservación de derechos)—7 y comprender to-
dos los beneficios necesarios para apoyar a la persona afecta-
da (principio de integralidad).

En las primeras décadas del siglo xx, el matemático che-
coslovaco, Dr. Emil Schoenbaum desarrolló diversas técnicas 
actuariales específicas para los seguros sociales, plasmadas 
en la Ley de Seguro Social de Checoslovaquia y el régimen que 
introdujo el seguro de vejez, invalidez y sobrevivientes para 
los trabajadores manuales de ese país. El reporte financiero y 
actuarial de ambos esquemas de aseguramiento fue reconoci-
do por su gran valor técnico-actuarial y se tradujo al alemán, 
español, francés, inglés y griego.8 Este reporte contiene todo 
el andamiaje técnico para al menos tres tipos de seguros: a) 
de pensiones de invalidez, vejez y sobrevivencia (sivm); b) de 
enfermedades (se), y c) de accidentes y enfermedades profe-
sionales (saep).

En cada uno son notorias las características propias de 
los beneficios que se otorgan: mientras las pensiones son el 
único beneficio monetario en el sivm y se consideran de lar-
go plazo, pues no se conoce el lapso exacto de su vigencia y 
deberán pagarse, el se sólo contiene beneficios monetarios 
de corto plazo, el saep entrega beneficios de ambos tipos y la 
asistencia médica fue considerada un beneficio de corto plazo, 
porque la mayor parte de los casos de atención se referían a 
enfermedades de tipo infecto-contagioso.

7 Con base en el Convenio 157 de la oit (sobre la conservación de los derechos 
en materia de seguridad social, 1982). oit, Convenio sobre la conservación 
de los derechos en materia de seguridad social, 1982, Disponible en https://
www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_
CODE:C157 
8 Conferencia Interamericana de Seguridad Social, Seguridad Social, ciss, Ciu-
dad de México, 1968.
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A partir de estas características, entre las innovaciones 
en la técnica actuarial para los seguros sociales en materia de 
financiación de las pensiones por vejez, invalidez y sobrevi-
vencia (seguros de largo plazo), Schoenbaum introdujo la pri-
ma promedial o media general, un sistema de financiación de 
capitalización colectiva basado en la hipótesis de la perenni-
dad del sistema.9 Para los seguros de enfermedades (corto pla-
zo) propuso un sistema de valoración anual (reparto puro)10 y 
para los seguros de accidentes y enfermedades profesionales 
formuló un sistema basado en capitales constitutivos (reparto 
de capitales de cubrimiento o constitutivos de cobertura).11

En 1941, el gobierno de México invitó al Dr. Schoenbaum 
a participar en la creación de su primer seguro social nacional. 
El resultado fue una ley muy parecida a la checoslovaca, sin 
embargo, tras la experiencia en su país, Schoenbaum hizo ade-
cuaciones que corregían lo que consideraba como deficiencias 
técnicas. Los alcances de la ley sustentada técnicamente por 
Schoenbaum llevaron a que la Conferencia Interamericana de 
Seguridad Social desarrollada en Chile resolviera recomen-

9 Ibid.
10 En este sistema se recurre a la repartición de los costos por beneficios (pen-
siones que deben pagarse) del año en curso, entre la suma de los salarios de 
las personas activas y cotizantes en el seguro social o la previsión social, o en-
tre otra cantidad monetaria de referencia, como el presupuesto gubernamen-
tal del mismo año, para el caso de la protección universal y la asistencia social.
11 Implica que en cada año se reparta un costo entre los salarios de las per-
sonas trabajadoras activas y cotizantes del instrumento respectivo o de la 
cantidad monetaria que sirva como referencia para tomar recursos con los 
cuales cubrir las pensiones, sin embargo, en este caso el costo que se reparte 
es el resultado de sumar los capitales constitutivos de las pensiones que se 
vuelven exigibles en el año de estudio.



14

TENDENCIAS DE FINANCIACIÓN DE LOS BENEFICIOS PARA LA SEGURIDAD SOCIAL  
PARA LA AMPLIACIÓN DE LA COBERTURA

darla como modelo para todas las naciones de América.12 Al-
gunos de los países que siguieron la recomendación fueron 
Bolivia (seguro minero), Chile (que ya contaba con un primer 
seguro social creado en 1925), Paraguay, Costa Rica, Estados 
Unidos de América y Canadá.13

De acuerdo con Peter Thullen, en Europa en la segunda 
mitad del siglo xx, algunos seguros que entregaban pensiones 
fueron afectados por la guerra y la inflación, por lo que perdie-
ron gran parte de sus reservas y se vieron forzados a establecer 
sistemas de financiación acordes a su nueva realidad. Mientras 
Francia adoptó un esquema parecido al reparto puro, denomi-
nado reparto atenuado o mixto desde su primera aplicación en 
Austria en 1923, la República Federal Alemana adoptó en 1957 
periodos de cobertura de sus primas medias14 de tan sólo diez 
años, siendo uno de los principales ejemplos de seguros de pen-
siones financiados por primas medias de corto plazo, conocidas 
en conjunto como sistema de prima media escalonada.

El sistema de escalonamiento también fue adoptado por 
algunos países de América Latina, cuyas reservas fueron des-
tinadas a inversiones que no cumplían con las condiciones 

12 Emil Schoenbaum, Revista Checoslovaca de Ciencias Actuariales, “Počet 
pravděpodobnosti, matematická statistika, pojistná matem atika, ekonome-
trie”, Vol. 8, No. 2, 1948, p. 52.
13  En 1939, Schoenbaum trabajó en Ecuador auspiciado por la oit, por lo 
que se considera que la reorganización de su seguro social tenía un sustento 
técnico-actuarial semejante.
14 La prima media es una derivación de la prima nivelada de los seguros de 
vida entera, aplicada por Schoenbaum a los seguros de pensiones por ser 
también de largo plazo. Consiste en dividir en valor presente la suma de los 
costos de los beneficios a pagar, entre las cantidades monetarias de las cuales 
se pueden tomar recursos para financiarlas. Por lo regular la masa salarial es 
la referencia en el caso de un seguro social o el presupuesto de gobierno en 
el caso de esquemas de transferencias.
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mínimas de seguridad, rendimiento y liquidez, y por lo que 
fueron mermadas mermaron de forma considerable. Sin em-
bargo, al ser un sistema intermedio entre el reparto puro y la 
prima media general, no todos los países asumieron el costo 
de elevar la prima en los periodos requeridos y convirtieron 
sus seguros en esquemas con viabilidad financiera sólo en el 
corto o mediano plazo, lo cual implicaría que en el largo plazo 
se debería compensar la falta de recursos con un componen-
te de financiación basado en el reparto puro, el cual habitual-
mente es asumido por el Estado y genera un incremento en el 
gasto de gobierno.

En cuanto a la asistencia médica o sanitaria, si bien se ha 
dicho que el acceso efectivo de todas las personas a los ser-
vicios de atención a la salud para garantizarla tal y como la 
conceptualiza la Organización Mundial de la Salud (oms)15 se 
puede establecer con un sistema de financiación de reparto 
puro o valoración anual, esta visión ha tenido que cambiar de-
bido a que actualmente existen numerosos tratamientos para 
controlar las enfermedades crónico-degenerativas, lo que su-
giere que la financiación de la asistencia médica puede con-
siderarse como la financiación de beneficios de corto y largo 
plazo, dependiendo de la enfermedad a tratar. Esto tendrá una 
implicación en el comportamiento de los costos de la asisten-
cia médica, pues hará que se vuelvan crecientes, incluso sin 
considerar el surgimiento de enfermedades, como la covid-19, 
o el resurgimiento de otras que se creían controladas, como el 
sarampión.

15 La Organización Mundial de la Salud refiere que la “salud es un estado de 
completo bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de afec-
ciones o enfermedades”. oms, Constitución de la Organización Mundial de la 
Salud, oms, Nueva York, 2006.
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Factores como los hasta ahora descritos complican la 
financiación de los beneficios bajo el enfoque tradicional del 
tripartismo, el cual sólo puede aplicarse plenamente en los es-
quemas de aseguramiento social y ahorro previsional, y no en 
los de transferencias, por lo que la participación del gobierno 
se vuelve primordial y queda usualmente bajo su responsabi-
lidad la cobertura del déficit para entregar todos los benefi-
cios a las personas aseguradas que cumplan las condiciones 
para acceder  a ellos.

En teoría, ésta sería la aplicación plena del principio de 
subsidiariedad, que puede traer consigo el dilema sobre la prio-
ridad del uso de los recursos gubernamentales, pues otra alter-
nativa podría ser el diseño y establecimiento de políticas públi-
cas que amplíen la cobertura de los mismos seguros sociales.

Desafortunadamente por la construcción del instrumen-
to, el seguro social sólo puede establecerse con solidez, ser 
eficaz y eficiente si existe pleno empleo formal en relación de 
dependencia. Por lo tanto, también es esencial que los Estados 
se enfoquen en diseñar de políticas públicas alternativas que 
utilicen otros instrumentos para la seguridad social, como la 
asistencia social o la protección universal.

Si bien estos instrumentos enfrentan problemas, como 
que el primero requiere identificar y caracterizar a grupos 
vulnerables, y que el segundo podría establecer sólo niveles 
mínimos de beneficios, ambos permiten una mejor redistribu-
ción de los ingresos en beneficio de toda la población y no sólo 
de aquellos con un trabajo formal.

En este documento se analizarán de manera general ca-
sos de países que han buscado ampliar la cobertura por dife-
rentes vías:

a) Costa Rica, que cuenta con un sistema de pensiones re-
lativamente unificado, cuya tasa de cobertura total de la 
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población mayor de 65 años crece de manera constante 
y por medio de la Caja Costarricense de Seguro Social 
(ccss) ha conseguido una cobertura de más de 90% en 
servicios de asistencia médica.16

b) México, que de 2019 a la fecha ha orientado sus políticas 
públicas hacia el establecimiento de un piso de protec-
ción social para las personas adultas mayores y la am-
pliación de la cobertura global en atención a la salud en 
busca de su universalización.

c) Argentina, que tiene una cobertura en pensiones de 
más de 70% de la población adulta mayor gracias a los 
programas asistenciales y se encuentra en un nivel de 
cobertura de medio a alto en servicios de asistencia mé-
dica.

16 ops, “Costa Rica”, Health in The Americas+.
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2. Marco conceptual

Cuando se habla de seguridad social con frecuencia se utilizan 
frases como “seguridad social y pensiones” o “salud y segu-
ridad social”, sin embargo, tanto la atención médica integral 
—que incluya atención preventiva, curativa y de rehabilita-
ción— como las pensiones —sean por vejez, discapacidad o 
sobrevivencia— son beneficios para la seguridad social reco-
nocidos en el Convenio 102 de la Organización Internacional 
del Trabajo (oit), también conocido como Norma Mínima de 
Seguridad Social, porque especifica el mínimo de beneficios 
que un sistema de seguridad social debe entregar a la socie-
dad para atenderla frente a los riesgos a los que sus miembros 
se encuentran expuestos a lo largo de su ciclo de vida.

De acuerdo con los artículos 7, 8 y 10,17 se debe ofre-
cer asistencia médica de carácter preventivo o curativo que 
permita atender todo tipo de estado mórbido (sin importar 
la causa que lo originó), así como el embarazo, el parto y sus 
consecuencias, por medio de:

•	 Asistencia médica general (incluyendo la prenatal, du-
rante el parto y puerperal);

•	 Asistencia por especialistas;
•	 Suministro de productos farmacéuticos; y
•	 Hospitalización.

17 oit, C102-Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 
102), 1952.
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Respecto a las pensiones, los arts. 28, 36, 56, 62 y 65 se-
ñalan que ante las contingencias vejez, discapacidad y sobre-
vivencia debe entregarse un pago periódico cuyo monto debe 
ser un porcentaje aplicable a la cantidad que la persona afec-
tada percibiera antes de ocurrir la contingencia.

Por otro lado, al reconocer que la seguridad social es un 
derecho humano, toda la sociedad debe tener la oportunidad 
de recibir atención médica integral y pensiones en caso de las 
contingencias descritas. Antes de analizar casos específicos 
en los que se ha conseguido la ampliación de cobertura, es 
importante señalar cuáles deben ser las bases para construir 
las políticas sociales para el eficaz y eficiente incremento de la 
cobertura.

2.1 Principios fundamentales  
de la seguridad social

En su VI reunión, celebrada en la Ciudad de México en sep-
tiembre de 1960, la Conferencia Interamericana de Seguridad 
Social (ciss) aprobó la Declaración de Principios de la Segu-
ridad Social Americana, también conocida como Declaración 
de México, con el objetivo de reafirmar los principios que, se 
decía, unen a los pueblos americanos en sus programas de se-
guridad social y establecer objetivos más ambiciosos para la 
región.18

A pesar de que esa declaración aún considera como un 
problema la inestabilidad del trabajo y la insuficiencia del 
empleo, señala la determinación de contribuir a alcanzar los 

18 ciss, Declaración de Principios de la Seguridad Social Americana, imss, Ciu-
dad de México, 1960.
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propósitos establecidos en documentos tan relevantes como 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, por lo que 
de manera implícita se reconoce que el acceso efectivo a los 
beneficios para la seguridad social no tienen que estar vincu-
lados al trabajo y al empleo, sino que debe ser suficiente la 
condición de ser humano.

Asimismo, reafirma la necesidad del esfuerzo individual 
aunado a la solidaridad o cooperación colectiva, y alienta a 
que la seguridad social cuente con otros medios para proteger 
riesgos como la invalidez, la vejez y la muerte.

De esta forma, vinculados a la atención a la salud y a 
las contingencias discapacidad, vejez y muerte, el documen-
to declara que se debe constituir un amparo eficaz contra los 
riesgos, para prevenir en la medida de lo posible, y luchar con 
los mejores recursos contra la enfermedad y la invalidez, y 
proteger el curso de la vejez y las necesidades creadas por la 
muerte.

Es clara la decisión de los países americanos de promo-
ver el incremento de la cobertura de la seguridad social, sin 
embargo, cuando la declaración fue aprobada, en el continen-
te prevalecían los seguros sociales como instrumento único 
de la seguridad social y los seguros nacionales o esquemas de 
protección universal eran de incipiente desarrollo, pues a pe-
sar de que el “Informe sobre Seguros Sociales y Servicios Afi-
nes”, de sir William Henry Beveridge, fue publicado en 1942, 
por motivos de la guerra se implementó hasta 1946 y era poco 
conocida la evidencia del importante incremento de la cober-
tura hasta alcanzar la universalización del sistema de seguri-
dad social.

Hoy, a casi 80 años de la publicación del también cono-
cido como Plan Beveridge y a 60 años de haberse emitido la 
Declaración de México, podemos reconocer algunos elemen-



CARLOS CONTRERAS CRUZ

22

tos que permitieron ampliar la cobertura en Inglaterra y otros 
países de la Commonwealth, entre ellos:

1.	Revisión de los sistemas vigentes. Todo plan de acción 
debe basarse en un diagnóstico de la situación actual.

2.	Reconocimiento de los problemas en los que se encuen-
tra inmersa la sociedad. A partir del diagnóstico de la 
situación imperante en ese momento en Inglaterra, así 
como de las necesidades futuras en el corto plazo cuan-
do la guerra concluyera (desaceleración de la actividad 
industrial y el consecuente crecimiento del desempleo, 
gente discapacitada por causa de la guerra, viudas y 
huérfanos que perderían a su principal sostén econó-
mico, entre otros), se reconocieron cuando menos cin-
co males que aquejaban a la sociedad y que debían ser 
atendidos por el sistema de seguridad social: indigencia 
(pobreza), ociosidad (desempleo), suciedad, enferme-
dad e ignorancia.

Si bien la ignorancia podría entenderse como un 
problema que debería ser atendido con el eficaz y efi-
ciente acceso a la educación, Beveridge señalaba que si 
la sociedad se encontraba adecuada y oportunamente 
informada, ella misma sería un agente de protección.

3.	El incremento de la cobertura no es inmediato sino 
gradual, sin embargo, se debe proteger a toda la pobla-
ción, sin considerar un límite de ingresos, pues incluso 
las personas de mayores recursos pueden requerir del 
apoyo de la sociedad para atender las situaciones más 
catastróficas, sin embargo, el sistema óptimo debe al-
canzarse mediante del esfuerzo conjunto de todos los 
individuos y el gobierno.

4.	No toda la población puede aportar directamente para 
la financiación de los servicios y beneficios monetarios, 
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por lo que basar la cobertura en la capacidad de pago de 
las personas es erróneo y obliga a pensar en mecanis-
mos de financiación indirecta.

5.	Debe evitarse la duplicidad de beneficios, por lo que el 
sistema debe tender a la unicidad e impedir no sólo que 
haya personas con dos beneficios, sino que realmente 
todas las personas que lo necesitan puedan recibirlos.

Como fundamento para alcanzar la cobertura plena, Be-
veridge y el comité de trabajo que encabezó reconocieron seis 
principios básicos que deben tomarse en cuenta para el esta-
blecimiento de políticas públicas que permitan el incremento 
de la cobertura:

1.	Tasa uniforme de beneficios que garantice al menos la 
subsistencia de cada persona. Con ello deja de ser rele-
vante el monto de ingresos de cada persona previo a la 
ocurrencia de la contingencia.

2.	 Tasa uniforme de contribuciones por cada persona ase-
gurada, independientemente de quién la pague: la misma 
persona, su empleador si lo tiene u otro patrocinador.

3.	Unificación de la administración, lo que permitiría la 
eficiencia y disminuiría costos.

4.	Adecuación de los beneficios, de manera que siempre 
sean suficientes para ofrecer al menos el nivel de sub-
sistencia.

5.	Exhaustividad, comprendida como la posibilidad de que 
el sistema atienda integralmente a todas las personas 
de acuerdo con sus necesidades, lo cual podría implicar 
el uso de varios instrumentos, como el seguro social o 
la asistencia social.

6.	Clasificación de la población para adecuar los benefi-
cios de acuerdo con sus características.
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Si bien estos elementos y principios son un resumen del 
vasto informe desarrollado por Beveridge y parecen fáciles de 
conseguir, la ampliación de la cobertura sigue siendo un pro-
blema porque la mayoría de los países de la región americana 
continúan basando la protección a los miembros de su socie-
dad en los seguros sociales de origen bismarckiano, es decir, 
fundamentados en la protección de las personas trabajadoras 
en relación de dependencia, y por extensión, a un grupo fa-
miliar que por lo regular incluye a cónyuge y descendientes 
directos, y en menor grado a ascendientes directos y otros fa-
miliares, como hermanos con discapacidad.

Sin embargo, de acuerdo con Contreras,19 existen al me-
nos cinco instrumentos para que  la sociedad quede plena-
mente protegida:

19 Carlos Contreras Cruz, “Modelo deseable para un sistema de pensiones 
igualitario, justo y sostenible”, Serie Cuadernos de Políticas para el Bienestar 
10, ciss, Ciudad de México, 2020.
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Si bien todas las características son importantes, anali-
zarlas con detenimiento permitirá una mejor comprensión de 
las ventajas y desventajas de cada instrumento. Por ejemplo:

•	 Si bien el ahorro previsional depende del ahorro de las 
personas y quienes les apoyen, lo que puede evitar una 
carga fiscal a los gobiernos, no tiene beneficios defini-
dos y no permite garantizar beneficios mínimos como 
los establecidos en el Convenio 102 de la oit, los cuales 
son compromisos ineludibles para los países que lo han 
ratificado.

•	 La previsión social también podría evitar las cargas fis-
cales, sin embargo, depende de la voluntad de los em-
pleadores o la organización de las personas trabajado-
ras establecer esquemas basados en este instrumento, 
así como de los incentivos fiscales que los gobiernos 
determinen para su fomento.

•	 El seguro social depende en mayor parte de mercados 
formales de trabajo o de la adaptación de subesquemas 
especiales para personas trabajadoras con caracterís-
ticas particulares, como las personas trabajadoras del 
hogar, del campo o migrantes, sin embargo, como es re-
conocido en algunas legislaciones como la de México o 
Panamá, se trata del instrumento básico de la seguridad 
social.

•	 En el caso de la asistencia social es complicado definir 
las características de todos los grupos vulnerables, lo que 
puede originar un empalme y que algunas personas reci-
ban más de un beneficio. Asimismo, por su propia defini-
ción, representa una carga fiscal para los gobiernos.

•	 La protección universal es el único instrumento que, 
por definición, permite alcanzar con mayor facilidad la 
cobertura universal, sin embargo, su financiación recae 
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íntegramente en el gobierno y los beneficios moneta-
rios pueden no ser suficientes porque el monto debe ser 
uniforme.

Como también señala Contreras,20 es posible que el cami-
no ideal para el incremento de la cobertura en el corto plazo 
sea la construcción de sistemas de beneficios que utilicen si-
multáneamente diversos instrumentos o, como señala la oit, 
que se fundamenten en varios pilares, sin depender del desa-
rrollo de los mercados laborales o la capacidad de ahorro de 
cada persona.

Al respecto conviene revisar el documento “Sostenibili-
dad financiera de la seguridad social universal”,21 que analiza 
el camino de las reformas fiscales necesarias para la imple-
mentación de programas que ofrezcan mayor cobertura en 
materia de seguridad social, pues como también se ha seña-
lado las reformas en materia de seguridad social, en el corto y 
mediano plazo, deben ir de la mano de:

a) Reformas fiscales que permitan que los gobiernos ten-
gan más recursos para implementar esquemas de 
transferencias.

b) Reformas en materia laboral que permitan en la medida 
de lo posible desvincular el derecho del trabajo y el de 
la seguridad social.

20 Carlos Contreras Cruz, “Análisis actuarial de los sistemas de pensiones”, en 
Laureano Hayashi Martínez (coord.), Los sistemas de pensiones en México, un 
análisis económico, jurídico y actuarial, Facultad de Economía-unam, Ciudad 
de México , 2019.
21 Jorge Tonatiuh Martínez Aviña, Nallely Izel Bautista Pérez, Oscar Pérez-Lau-
rrabaquio, “Sostenibilidad financiera de la seguridad social universal”, ciss, 
Ciudad de México, en prensa.
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2.2 Ampliación  
de la cobertura

En un análisis general de la región, vemos con mayor detalle 
las implicaciones de los sistemas de pensiones basados en el 
seguro social. A pesar de tener otros programas basados en 
instrumentos como la previsión social, no necesariamente se 
consigue un incremento de la cobertura probablemente, entre 
otros factores, debido a la falta de coordinación entre sistemas 
sin la aplicación de la conservación de derechos:22

1.	 Argentina y Uruguay son los únicos países cuya norma-
tiva hace obligatoria la cobertura de las personas traba-
jadoras por cuenta propia, mientras Bolivia, Colombia, 
El Salvador y México la ofrecen sólo de manera volun-
taria.

2.	 A pesar de esto, hay categorías especiales de personas 
trabajadoras que quedan excluidas incluso en Argenti-
na, como los empleados municipales, o en otros casos, 
las personas trabajadoras de empresas de servicios 
esenciales, como los de la industria del petróleo, la eléc-
trica o el sistema bancario, como es el caso de Colombia 
y México.

¿Qué políticas sociales podrían seguirse para incremen-
tar la cobertura y conseguir un balance entre costo y suficien-
cia? Puesto que la evidencia histórica muestra que no hay 
recetas únicas y que cada país debe construir el sistema de 
pensiones que le brinde la protección adecuada a su sociedad 

22 Gillion Colin et al., “Pensiones de seguridad social”, Oficina Internacional 
del Trabajo, Ginebra, 2000.
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y que pueda mantener, las consideraciones generales para la 
ampliación de la cobertura son:

a) Es poco probable que el sector de personas trabajado-
ras formales se fortalezca, en especial en un contexto 
como el actual, en el que factores epidemiológicos no 
previsibles generan una profunda crisis económica, que 
también puede tener otros orígenes, como la crisis de 
2009. Por esta razón, el seguro social no puede ser la 
base única del sistema de seguridad social, aun cuando 
haya experiencias relevantes, como la incorporación de 
personas trabajadoras del hogar en Uruguay y recien-
temente en México, donde se reformó la Ley del Seguro 
Social (el régimen general) que obligó a crear una pri-
mera etapa piloto.

b) El incremento de la cobertura debe ser resultado de un 
amplio consenso social, en particular por las implica-
ciones de la financiación de los nuevos beneficios en 
cuanto al alza de cargas impositivas o la redistribución 
de las existentes. Dicho de otra forma, cada sociedad 
debe acordar qué tipo de sistema quiere y puede man-
tener, ya que los beneficios que se puedan otorgar serán 
tan generosos como lo sean las aportaciones que la so-
ciedad esté dispuesta a hacer.

c) La gestión y la administración de los esquemas que se 
creen o modifiquen para la extensión de la cobertura 
son de vital importancia para maximizar los recursos 
disponibles. Siempre será relevante aplicar principios 
generales de la disciplina administrativa y seguir otras 
directrices, principios y recomendaciones, como las de 
buena gobernanza de la Asociación Internacional de la 
Seguridad Social (aiss), además de analizar los prin-
cipios de Solvencia II, que si bien fueron creados para 
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el sector asegurador privado, contienen principios de 
transparencia y comunicación que beneficiarían a la 
regulación, supervisión, gestión y administración de es-
quemas de aseguramiento y transferencias en materia 
de seguridad social.

La oit señala las siguientes cinco opciones de política pú-
blica para incrementar la cobertura y se analizará con mayor 
detalle la última:23

1.	Adaptación de los esquemas existentes para proteger 
obligatoriamente categorías específicas excluidas.

2.	 Adaptación de esquemas existentes para facilitar e incen-
tivar la protección de categorías específicas excluidas.

3.	Creación de regímenes especiales para las categorías 
excluidas.

4.	Fomento de regímenes basados en la previsión social.
5.	Creación de regímenes universales cuya base de finan-

ciación sean los recursos del presupuesto de gobierno.

23 Ibid., p. 596.
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3. Regímenes universales

Si bien se ha señalado que la protección universal tiene algu-
nos inconvenientes, como ser una carga fiscal y entregar mon-
tos uniformes de beneficios monetarios, vale la pena señalar 
que los beneficios suelen estar vinculados a niveles mínimos 
de subsistencia, lo que bien puede apoyar a la población sin 
que por ello se pueda hablar del cumplimiento de mínimos es-
tablecidos en instrumentos internacionales, como el Convenio 
102 de la oit.

Es importante considerar que al establecer un régimen 
basado en la protección universal puede haber algunas excep-
ciones respecto a las personas que reciben beneficios suficien-
tes por medio de otros instrumentos, como el seguro social, 
lo que permitiría incrementar los montos para las personas 
beneficiarias o representar un alivio a las cargas fiscales del 
Estado, de por sí elevadas por el establecimiento de un nuevo 
esquema de transferencias.

Como evidencia Martínez,24 las reformas en materia de 
seguridad social se encuentran estrechamente vinculadas 
a reformas de tipo fiscal, pues éstas ayudarían a ampliar la 
base tributaria si se enfocan en la grabación de productos de 

24 Jorge Tonatiuh Martínez Aviña, “México: propuesta para un nuevo sistema 
de pensiones”, Nota Técnica 1, ciss, Ciudad de México, 2020.
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consumo generalizado, los cuales permiten una recaudación 
más eficiente, frente a los impuestos directos a los ingresos 
o a otros rubros de la producción o provisión de bienes y 
servicios.

No obstante, debe insistirse en que no es viable aplicar 
una receta única para todos los países, pues aun cuando en 
la región latinoamericana existen múltiples similitudes, las 
diferencias son una barrera para la imitación o copia de polí-
ticas públicas para el bienestar: diferencias en el crecimiento 
y desarrollo económico, en el marco jurídico e institucional e 
incluso en los usos y costumbres.

Por lo anterior, será pertinente revisar las directrices y 
recomendaciones generales de organismos internacionales 
que son poseedores de conocimiento y han recopilado y do-
cumentado experiencias exitosas y desastrosas con las que 
se pueden trazar líneas generales para el establecimiento de 
políticas públicas que permitan el incremento efectivo de la 
cobertura.





35

4. Los pisos de protección social

El concepto de piso de protección social fue creado por la 
oit a partir de la revisión de experiencias para la amplia-
ción de la cobertura, en particular en países en vías de de-
sarrollo.

Durante la Cumbre sobre los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio, en 2010, los jefes de Estado y de gobierno de los 
países reunidos apoyaron la idea del concepto, que se refiere 
a “un conjunto integrado de políticas sociales diseñado para 
garantizar a toda persona la seguridad de los ingresos y el 
acceso a los servicios sociales esenciales, prestando especial 
atención a los grupos vulnerables y protegiendo y empode-
rando a las personas a lo largo del ciclo de vida”.25 Para defi-
nir esas garantías, se consideró que deberían incluir cuando 
menos:

a) Seguridad básica del ingreso en todas las etapas de la 
vida (infancia, edad adulta y tercera edad) por medio de 
transferencias sociales, como pensiones para personas 
adultas mayores o personas con discapacidad, asigna-
ciones familiares por hijos a cargo y subsidios y servi-

25 oit, Piso de Protección Social para una globalización equitativa e inclusiva, 
oit, Ginebra, 2011.
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cios vinculados al apoyo ante la pérdida del empleo o 
ante la carencia general de recursos (pobreza).

b) Acceso universal y efectivo a servicios sociales básicos 
en materia de atención a la salud, de agua y saneamien-
to, educación, seguridad alimentaria, vivienda y cual-
quier otro considerado esencial en la definición de las 
prioridades de cada país.

La primera definición aceptada de piso de protección so-
cial se enfocó en la idea de que los derechos humanos que se 
considera permiten atender las necesidades básicas de todo 
ser humano fueran asequibles, y en proteger a las personas 
de los riesgos inherentes a la condición humana a lo largo de 
toda su vida, es decir, los derechos humanos relacionados con 
la seguridad social.

En la Conferencia Internacional del Trabajo de 2011, la 
definición de piso de protección social fue reformulada y se 
orientó hacia un concepto único de seguridad en los ingresos 
y el acceso a los bienes y servicios esenciales, así como hacia 
la tarea de promover la actividad económica y productiva y el 
acceso efectivo al trabajo decente.

Con la finalidad de dar más fuerza al concepto y a la pro-
moción de su aplicación, se le vinculó a la Agenda de Trabajo 
Decente, que promueve el combate a la pobreza a través de 
la creación de empleos con salarios adecuados, condiciones 
laborales que respeten la dignidad humana y ofrezcan acceso 
a la seguridad social.

Aunque parezca contradictorio sostener el vínculo de 
la seguridad social con el trabajo, la realidad muestra que la 
implementación de un piso de protección social sin la promo-
ción de los principios y metas de la Agenda de Trabajo Decen-
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te puede poner en peligro a los pisos en el largo plazo, debido 
a que su financiación depende de las contribuciones fiscales 
de las personas trabajadoras y por ende, de sus entidades em-
pleadoras.

El Grupo Consultivo convocado por la oit y la oms para la 
Iniciativa de Piso de Protección Social llegó a la conclusión de 
que programas de transferencias sociales ya existentes, aun 
con el establecimiento de montos monetarios bajos, habían 
ayudado a disminuir de manera considerable las brechas de 
pobreza y desigualdad en países con desarrollo económico 
bajo o moderado, mientras en países ya desarrollados se ha-
bía evitado el crecimiento de la desigualdad y el crecimiento 
económico fue equitativo.

También se evidenció que con los pisos de protección so-
cial los grupos poblacionales en desventaja podrían empode-
rarse y reducir sus brechas de desigualdad, como en el caso de 
las mujeres, quienes de manera desafortunada, históricamen-
te han sido relegadas a la dependencia económica del hombre. 
El siguiente listado resume otras ventajas:

•	 Permiten enfrentar desafíos vinculados a la transición 
demográfica, en la que el grupo de personas de la ter-
cera edad representa un número proporcionalmente 
mayor dentro de toda la sociedad.

•	 Contribuye a manejar de manera efectiva la transición 
epidemiológica, ofrece acceso a los servicios esenciales 
de atención médica, como la medicina preventiva, que 
no sólo permitiría tener bajo control las enfermedades 
crónico-degenerativas, sino atender mejor las infec-
to-contagiosas.

•	 Frente a crisis económico-financieras, contribuye a la 
estabilización de la economía y a mitigar los efectos ne-
gativos en el mercado de trabajo.
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Quizá este grupo de ventajas puede hacer que las nacio-
nes titubeen respecto a la posibilidad de implementar estos 
pisos y sobre todo de poder mantenerlos en el mediano y lar-
go plazo, por lo que cabría preguntarse si son viables.

En la práctica, antes de la creación del concepto de piso 
de protección social varios países ya contaban con progra-
mas de transferencias sociales universales o focalizadas, 
construidos con base en sus realidades, es decir, en las ne-
cesidades de su población, su marco nacional demográfico 
y económico, etcétera. Por ello, la iniciativa formulada por 
la oit se fundamenta en que una política general puede ser 
adoptada y adaptada por cada país. Además de voluntad po-
lítica, se requiere un ámbito fiscal amplio que permita la im-
plementación, mantenimiento y un marco institucional sóli-
do que sea eficaz y eficiente.

De acuerdo con la oit, Argentina y Brasil son ejemplos de 
países que ya contaban con antecedentes de programas que 
pueden considerarse pisos de protección social.26 En el primer 
caso, desde 2005 se creó un Plan de Inclusión Previsional en 
el que todas las personas que no tenían el mínimo de cotiza-
ciones podían acceder a un beneficio mínimo, lo que incre-
mentó en 2.5 millones el número de personas con derecho a 
un ingreso en la vejez. Argentina cuenta con un Programa de 
Pensiones No Contributivas (pnc), que incluye asignaciones 
familiares, entre otros beneficios.

Por su parte, Brasil ha emprendido diversos programas 
que comprenden grupos poblacionales específicos en situa-
ción de vulnerabilidad, como el denominado Sistema Único de 
Salud, el régimen de pensiones rurales y el programa de trans-
ferencias focalizadas condicionadas conocido como Bolsa Fa-

26 Idem.
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milia, que ofrece desde 2003 un ingreso monetario a las fa-
milias identificadas como pobres, siempre y cuando cumplan 
con requisitos comprobables, como la asistencia de infantes a 
las escuelas, programas de vacunación, revisión de situación 
nutrimental y otros estudios clínicos preventivos.

Se estima que Bolsa Familia fue fundamental en la mejo-
ra en 15% del coeficiente de Gini en la década 1999-2009 y en 
la reducción de la brecha de pobreza en 12% en el quinquenio 
2001-2005. En el caso argentino, el componente de asignacio-
nes familiares del pnc permitió una reducción de 22% de ho-
gares pobres, lo que representa alrededor de 1.3 millones de 
personas en números absolutos.27

Si bien Argentina, Brasil y la mayoría de los países de la 
región latinoamericana no pueden catalogarse como países 
de ingresos ínfimos, son países en vías de desarrollo, lo cual 
puede considerarse una evidencia empírica de la idoneidad de 
establecer pisos de protección social. Sin embargo, sigue en 
pie la pregunta sobre su viabilidad y sostenibilidad financiera, 
pues su fuente de recursos es el presupuesto gubernamental.

Dentro del marco económico nacional, es necesario ana-
lizar dos elementos para tomar la decisión sobre qué nivel de 
protección se puede ofrecer y si es viable y sostenible en el 
mediano y largo plazo:

1. La cuantificación de los niveles de beneficios 
actuales y probables futuros

Aunque en ocasiones se piensa que un programa de pisos de 
protección social no requiere una cuantificación, porque la 
financiación es íntegramente con cargo al erario público, no 

27 Ibid., p 43.
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existe gobierno en el mundo que pueda planificar el desarro-
llo nacional sin estimaciones cuando menos en el mediano 
plazo sobre las cantidades monetarias que necesitará destinar 
a los pisos de protección social.

El proceso de cuantificación comienza con la medición, 
entendida como la estimación del número de casos que po-
drán requerir los beneficios establecidos. Por esta razón se 
necesitan proyecciones que contemplen los fenómenos demo-
gráficos básicos a los que está sujeta la población: nacimien-
tos, muertes, inmigración y emigración. Plamondon y sus co-
laboradores28 proponen un método estándar de proyección de 
la población total de un país, para lo cual es necesario contar 
con proyecciones de tasas de natalidad, muerte y migración. Si 
bien el contar con estas proyecciones es complejo, es factible 
utilizar las desarrolladas por agencias nacionales de estadísti-
cas o agencias internacionales especializadas, como el Depar-
tamento de Población de las Naciones Unidas.

En las asignaciones por hijos o de pensiones para per-
sonas mayores, la proyección de la población general dará 
los primeros resultados necesarios para la cuantificación. Sin 
embargo, cuando los beneficios se focalizan en grupos vulne-
rables, como personas con discapacidad, se requiere aplicar 
tasas específicas para estimar el número de personas que 
compondrían la población objetivo. Los censos, encuestas y 
otros instrumentos de recolección de datos serán de gran ayu-
da para generar tasas que puedan aplicarse a las proyecciones 
de la población.

Para conseguir la cuantificación, deberán formularse 
diversos escenarios sobre montos de beneficios que podrían 

28 Pierre Plamondon et al., Actuarial Practice in Social Security, oit/ISSA, Gi-
nebra, 2002.
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entregarse en la actualidad y su evolución probable futura, so-
bre todo por factores inflacionarios que permitan mantener 
el valor adquisitivo de los beneficios, y también se considera-
rán escenarios de crecimiento y desarrollo económico. Dado 
que hay eventos cuya frecuencia de ocurrencia e impacto no 
son parametrizables y en consecuencia no pueden medirse y 
cuantificarse, se debe insistir en la generación de varios esce-
narios que permitan a los gobiernos tomar la mejor decisión 
sobre el establecimiento de los pisos, porque al mismo tiempo 
deben seguir atendiendo otras prioridades nacionales.

2. El espacio fiscal actual y probable futuro

Una reconfiguración del presupuesto de gobierno no es una 
tarea sencilla. Si bien el establecimiento de pisos de protec-
ción social trae beneficios consigo, no puede ni debe dejar des-
atendidas otras prioridades del marco nacional de desarrollo. 
Deberá insistirse en la necesidad de acompañar esta medida 
con reformas fiscales, a pesar de que la oit ha estimado que el 
costo puede ser relativamente bajo en términos del producto 
interno bruto (pib), como se muestra en la Tabla 2.
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Tabla 2. Costo anual estimado de una pensión 
universal por vejez en países seleccionados de ingresos 

medios y bajos, como porcentaje del pib (2011)

Menos de 0.5% Entre 0.5% y 1% Entre 1% y 1.5%

Afganistán
Burkina Faso
Mali
Níger
Senegal
Sierra Leona

Bangladesh
Camboya
Camerún
Chad
Congo
Egipto
Etiopía
Filipinas
Ghana
Guatemala
Kenia
Malawi
Mongolia
Ruanda
Tanzania
Uganda
Zambia

Ecuador
El Salvador
Granada
Kazajstán
Kirguistán
Malasia
Marruecos
Paraguay
Perú
Trinidad y Tobago
Vietnam

Fuente: HelpAge International, 2011.29

En específico para América Latina, la Comisión Económica 
para América Latina (cepal) ofrece estimaciones del costo 
de ampliar los programas de transferencias a grupos en po-
breza extrema en 16 países, en términos del pib, y prevé que 
una pensión para personas mayores puede oscilar entre 0.3% 

29 Citado en oit, Piso de Protección Social para una globalización equitativa e 
inclusiva, op. cit., p. 49.
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y 1.6%. Si se tratara de beneficios para el grupo de personas 
desempleadas, el costo estaría entre 0.8% y 6.4%.30

Si bien puede inferirse que los pisos de protección social 
deben construirse a partir de la realidad de cada país y su so-
ciedad, existen líneas generales que todos los gobiernos pue-
den seguir para conseguirlos, lo cual es objeto de la siguiente 
sección.

30 cepal, La hora de la igualdad. Brechas por cerrar, caminos por abrir, cepal, 
Santiago, 2010.
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5. Recomendaciones de la oit

Es importante señalar que no existe una receta o un cami-
no único para la implementación de los pisos de protec-
ción social, sin embargo, la experiencia de diversos países, 
sus aciertos y áreas de oportunidad pueden ser una valio-
sa fuente de información para trazar líneas generales que 
orienten a los países que buscan incrementar la cobertura 
de seguridad social a partir del establecimiento de pisos de 
protección social:

1.	La oportunidad de acceder a un trabajo decente que 
ofrezca a las personas trabajadoras una remuneración 
suficiente para mantener un nivel de vida adecuado 
para ellas y sus familias y a los beneficios correspon-
dientes a la seguridad social no es sustituible por pi-
sos de protección social, sino que estos deben ser un 
refuerzo para conseguir la cobertura plena y apoyar a 
quienes no tienen acceso a un seguro social u otro tipo 
de instrumentos para la seguridad social.

2.	La prevención de la pobreza y plena protección frente a 
los riesgos en el ciclo de vida de las personas.

3.	La implementación de los pisos y el alcance de la 
cobertura plena no es inmediata, se trata de un pro-
ceso gradual que debe basarse de preferencia en las 
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estructuras jurídicas e instituciones ya existentes y 
generar después, si se requiere, sus propios marcos 
de acción.

4.	Los beneficios de los pisos de protección social no de-
ben empalmarse con otros esquemas, pues puede gene-
rarse una duplicidad de beneficios o su carencia.

5.	La coordinación entre todas las instituciones del país 
es fundamental. También se requiere que la protección 
que se brinde sea integral frente a todas las necesidades 
y riesgos de la sociedad.

6.	Los instrumentos de financiación directa, como los 
seguros sociales y la previsión social, deben ser con-
gruentes con los que implican transferencias sociales, 
de manera que los segundos no sean un desincentivo a 
la formalización de las relaciones laborales.

7.	Se debe tener la mayor certeza posible sobre el costo de 
los pisos de protección social en el corto, mediano y lar-
go plazo para que sean viables y sostenibles, por lo que 
es indispensable la valuación actuarial de los esquemas 
de transferencias bajo directrices y estándares interna-
cionales, como los de la aiss y la Asociación Internacio-
nal de Actuarios (aia).

8.	También cobran relevancia la solidaridad y el apoyo 
internacional, en especial para países con ingresos 
bajos.

9.	Si bien los gobiernos tienen el papel de rectores de los 
Estados y en ellos recae la mayor responsabilidad en el 
diseño, implementación administración y gestión de los 
pisos de protección social, estos deben ser resultado 
de un diálogo social extendido, en el que sean tomadas 
en cuenta las aportaciones de los diferentes actores de 
la sociedad: empleadores, personas trabajadoras, aca-
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demia, sociedad civil y partidos políticos, así como las 
experiencias y conocimiento de los organismos inter-
nacionales técnicos especializados en la materia: oit, 
aiss, Organización Iberoamericana de Seguridad Social 
(oiss), cepal y ciss.

10.	De este diálogo social deben desprenderse pisos de 
protección social tan generosos como las aportaciones 
monetarias que la sociedad esté dispuesta a dar y ten-
ga la capacidad de entregar, no sólo en el presente, sino 
también en el futuro.

11.	Aunque los sistemas de seguridad social no tienen 
como objetivo resolver problemas de inequidad, como 
la inequidad de género o las brechas sociales, deben 
procurar atenderlas de manera óptima.

12.	Los pisos de protección social, como cualquier otro 
instrumento para la seguridad social, deben ser de fá-
cil acceso y comprensión para toda la población, con 
requisitos suficientes, pero mínimos en atención a las 
carencias de la población objetivo.

El documento inicial de la oit sobre pisos de protec-
ción social permitió que la Conferencia Internacional del 
Trabajo determinara la necesidad de analizar el desarrollo 
de un instrumento jurídico que complementara las normas 
referentes a la seguridad social, en particular el Convenio 
102, con base en la necesidad expuesta de crear pisos de 
protección social para la ampliación efectiva de la cobertu-
ra, por lo que en 2012 fue aprobada la Recomendación 202: 
“Sobre los pisos de protección social”, un instrumento que 
si bien no tiene la misma fuerza que un convenio, permite 
que los países cuenten con una orientación fundamentada 
en un documento oficial.



CARLOS CONTRERAS CRUZ

48

5.1 La Recomendación 202 
de la oit

Este documento de trabajo de la oit sobre piso de protección 
social para una globalización equitativa e inclusiva habla de 
derechos fundamentales, como el de la vivienda, la alimenta-
ción y la educación, entre otros, y se fundamenta principal-
mente en los beneficios vinculados a la seguridad social. En su 
preámbulo señala:

1.	Que la seguridad social es un derecho humano, es decir, 
no dependiente o vinculante al trabajo.

2.	Sin embargo, ambos representan una necesidad econó-
mica y social que implica desarrollo y progreso para las 
sociedades.

3.	En ese sentido, la seguridad social ofrece beneficios co-
laterales como instrumento para combatir la pobreza, la 
desigualdad, la exclusión social y la inseguridad social, 
así como para promover la igualdad de oportunidades, 
la equidad de género y la equidad racial, y para apoyar 
la transición del empleo informal al empleo formal.

Por consiguiente, refuerza la idea de que cada Estado ge-
nere garantías básicas de seguridad social, sobre todo en lo 
referente a:

1.	Acceso a un conjunto de bienes y servicios definido a ni-
vel nacional, que constituyen la atención de salud esen-
cial, incluida la atención de la maternidad, que cumpla 
los criterios de disponibilidad, accesibilidad, aceptabili-
dad y calidad.

2.	Seguridad básica del ingreso para los niños, por lo me-
nos equivalente a un nivel mínimo definido en el pla-
no nacional, que asegure el acceso a la alimentación, la 
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educación, los cuidados y cualesquiera otros bienes y 
servicios necesarios.

3.	Seguridad básica del ingreso, por lo menos equivalente 
a un nivel mínimo definido en el plano nacional, para 
las personas en edad activa que no puedan obtener in-
gresos suficientes, en particular en caso de enfermedad, 
desempleo, maternidad e invalidez.

4.	Seguridad básica del ingreso para las personas de edad, 
por lo menos equivalente a un nivel mínimo definido en 
el plano nacional.

Lo anterior se basa en al menos 18 principios fundamen-
tales que como puede observarse, no contravienen a los Prin-
cipios de la Seguridad Social Americana:31

I. Universalidad de la protección, basada en la solidaridad 
social.

II. Derecho a las prestaciones prescrito por la legislación 
nacional.

III. Adecuación y previsibilidad de las prestaciones.
IV. No discriminación, igualdad de género y capacidad de 

responder a las necesidades especiales.
V. Inclusión social, en particular de las personas que traba-

jan en la economía informal.
VI. Respeto de los derechos y la dignidad de las personas 

cubiertas por las garantías de seguridad social.
VII. Realización progresiva, inclusive por medio del esta-

blecimiento de objetivos y plazos.
VIII. Solidaridad en la financiación, asociada a la búsqueda 

de un equilibrio óptimo entre las responsabilidades y 

31 oit, R202-Recomendación sobre los pisos de protección social, 2012 (núm. 
202).
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los intereses de aquellos que financian y se benefician 
de los regímenes de seguridad social.

IX. Consideración de la diversidad de métodos y enfoques, 
con inclusión de los mecanismos de financiación y los 
sistemas de prestaciones.

X. Gestión financiera y administración sanas, responsables 
y transparentes.

XI. Sostenibilidad financiera, fiscal y económica, teniendo 
debidamente en cuenta la justicia social y la equidad.

XII. Coherencia con las políticas sociales, económicas y de 
empleo.

XIII. Coherencia entre las instituciones encargadas de la 
prestación de servicios de protección social.

XIV. Servicios públicos de alta calidad que mejoren el des-
empeño de los sistemas de seguridad social.

XV. Eficacia y accesibilidad de los procedimientos de recla-
mación y de recurso.

XVI. Seguimiento regular de la aplicación y evaluación pe-
riódica.

XVII. Pleno respeto de la negociación colectiva y de la liber-
tad sindical para todos los trabajadores.

XVIII. Participación tripartita con las organizaciones repre-
sentativas de los empleadores y de los trabajadores, así 
como la celebración de consultas con otras organizaciones 
pertinentes y representativas de personas interesadas.

Una vez concluido el análisis de los pisos de protección 
social como instrumentos para la seguridad social que permi-
ten la ampliación de la cobertura, en la siguiente sección se 
muestran los casos de algunos países cuyos niveles de cober-
tura son elevados y se describen de manera general las accio-
nes que llevaron a cabo.
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6. Análisis breve de casos

6.1 Atención de salud esencial

La oms define la atención primaria de salud como “la asisten-
cia sanitaria esencial accesible a todos los individuos y fami-
lias de la comunidad a través de medios aceptables para ellos, 
con su plena participación y a un costo asequible para la co-
munidad y el país. Es el núcleo del sistema de salud del país y 
forma parte integral del desarrollo socioeconómico general de 
la comunidad”.32

Es importante distinguir que atención primaria no es 
sinónimo de atención de nivel uno o de primer contacto del 
paciente con los servicios de atención médica, pues esto dis-
minuiría de manera considerable el número de actos médi-
cos a los que una persona podría tener acceso. El nivel uno, 
salvo en caso de urgencia médica, no implica el contacto y 
atención por parte de médicos especialistas, y en general, 
actos médicos de mayor especialización, como cirugías. Por 
el contrario,

Un sistema sanitario basado en la atención primaria de sa-
lud orienta sus estructuras y funciones hacia los valores de 

32 oms, “Atención primaria en salud”.
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la equidad y la solidaridad social, y el derecho de todo ser 
humano a gozar del grado máximo de salud que se pueda lo-
grar sin distinción de raza, religión, ideología política o condi-
ción económica o social. Los principios que se requieren para 
mantener un sistema de esta naturaleza son la capacidad 
para responder equitativa y eficientemente a las necesidades 
sanitarias de los ciudadanos, incluida la capacidad de vigilar 
el avance para el mejoramiento y la renovación continuos; la 
responsabilidad y obligación de los gobiernos de rendir cuen-
tas; la sostenibilidad; la participación; la orientación hacia las 
normas más elevadas de calidad y seguridad; y la puesta en 
práctica de intervenciones intersectoriales.33

Por consiguiente, como señala la oit en el convenio 102, 
la asistencia médica debe incluir medidas de carácter tanto 
preventivo como curativo y también de rehabilitación, ya que 
los beneficios contemplados son:34

a) En caso de estado mórbido:
•	 La asistencia médica general, comprendida la visita 

a domicilio.
•	 La asistencia por especialistas, prestada en hospita-

les a personas hospitalizadas o no hospitalizadas, y 
la asistencia que pueda ser prestada por especialis-
tas fuera de los hospitales.

•	 El suministro de productos farmacéuticos esencia-
les recetados por médicos u otros profesionales 
calificados.

•	 La hospitalización, cuando fuere necesaria.

33 Ibid.
34 oit, C102-Convenio sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 
102), op. cit.
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b) En caso de embarazo, parto y sus consecuencias:
•	 La asistencia prenatal, la asistencia durante el parto 

y la asistencia puerperal prestada por un médico o 
por una comadrona diplomada.

•	 La hospitalización, cuando fuere necesaria.

Se describirán de forma breve las características de los 
sistemas de atención a la salud de algunos países en los que, 
además de ofrecer atención de salud esencial, la cobertura se 
considera alta.

6.1.1 Costa Rica

De acuerdo con Abarca y Ramírez,35 antes de la desaparición 
de su ejército, Costa Rica era el cuarto país latinoamericano 
con menor tasa de crecimiento del pib per cápita, sin embar-
go, tras la abolición se convirtió en el segundo de mayor creci-
miento, sólo detrás de Brasil. Es decir, la nación centroameri-
cana buscó ampliar el espacio fiscal sin incrementar las cargas 
impositivas y en su lugar determinó desaparecer a las fuerzas 
armadas para canalizar esos recursos en beneficio del desa-
rrollo del país.

Si bien esta acción tomó lugar en 1948, 63 años antes de la 
iniciativa conjunta de la oit y la oms sobre los pisos de protec-
ción social, vale la pena señalar que esta medida permitió que 
Costa Rica incrementara el presupuesto de gobierno de forma 
importante en rubros vinculados con el tema de estudio:36

35 Alejandro Abarca y Alonso Ramírez, “Adiós a las armas: los efectos en el de-
sarrollo de largo plazo de la abolición del ejército de Costa Rica”, Universidad 
de Costa Rica, San José, 2018.
36 Banco Mundial, “Costa Rica”.
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•	 El presupuesto destinado a educación como porcen-
taje de gasto del gobierno pasó de un 15% a casi 35% 
en 20 años.

•	 En un periodo similar, el presupuesto destinado a la 
atención a la salud llegó a representar casi 30%.

Como resultado de estas políticas públicas, la Ley de Ge-
neral de Salud de 1973 estableció como función esencial del 
Estado costarricense velar por la salud de toda la población y 
otorgó a todos los habitantes, no sólo a los nacionales, el dere-
cho a recibir servicios de atención a la salud.

Asimismo, entre 1974 y 1989 se introdujeron los regí-
menes conocidos como Medicina Empresa y Medicina Mixta, y 
un régimen especial a cargo del Estado que tenía por encargo 
proveer servicios a la población en situación de pobreza. De 
esta forma, en 1989 Costa Rica logró conformar un Sistema 
Nacional de Salud (sns) en el que los actores fundamentales 
son el Ministerio de Salud, la ccss y el Instituto Nacional de 
Seguros (ins).

Como resultado, sólo la cobertura de la ccss pasó de 
47.2% de la población en 1970 a cerca de 88% en 2008, previo 
a un proceso de reforma en el que, a pesar de los magníficos 
resultados, se consideró que este régimen podría enfrentar 
problemas de insolvencia y desatender a la población protegi-
da, disminuyendo la cobertura efectiva.

Por lo anterior, en 2011 un equipo de especialistas nacio-
nales presentó un informe con recomendaciones para mante-
ner la sostenibilidad financiera del seguro de salud, pues con 
tasas de cobertura que han oscilado entre 85% y 94.5%, según 
la Encuesta Nacional de Hogares y la Dirección Actuarial de la 
ccss, la sociedad espera contar con un sistema de atención a 
la salud esencial que continúe garantizando el acceso efectivo.
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De acuerdo con la Organización Panamericana de la Sa-
lud (ops), Costa Rica aún tiene el desafío de incorporar a cerca 
de 10% de la población residente, compuesta en su mayoría 
por población en pobreza extrema, grupos de población ori-
ginaria y personas trabajadoras estacionales y migrantes, así 
como la optimización en el uso racional de recursos y mejorar 
la coordinación de la interacción entre los principales agentes 
proveedores y gestores de los servicios.

Nótese que Costa Rica ha conseguido una cobertura amplia 
con base en ofrecer servicios de atención a la salud por medio de 
un esquema de aseguramiento social, reforzado con instrumen-
tos adicionales a cargo de otras entidades gubernamentales cuya 
financiación proviene de los ingresos generales del Estado.

6.1.2 Argentina

Puede decirse que el sistema de atención a la salud en Argen-
tina está fraccionado. Además de las instituciones de pago y 
prepago, por lo regular presentes en todos los países de la re-
gión, existen entidades públicas con la tarea de promover, pre-
venir y prestar servicios bajo el esquema de asistencia social. 
También hay entidades semipúblicas, conocidas como obras 
sociales, que se encargan de ofrecer beneficios a sectores es-
pecíficos de la población.

Los orígenes del sistema nacional integrado de salud 
como un sistema no unificado pero coordinado, data de 1974. 
Sin embargo, no se consiguió la integración completa de las 
obras sociales y los departamentos provinciales hasta 1985, 
cuando se formuló un proyecto de Seguro Nacional de Salud 
fundamentado en las obras sociales, porque éstas contaban 
con una cobertura amplia y se financiaban bajo el esquema de 
aseguramiento, es decir, solidario.
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Desafortunadamente el proyecto encontró fuerte opo-
sición entre diferentes actores de la sociedad, lo que obligó 
al Estado a buscar vías alternas, pero fundamentadas en las 
obras sociales.

Argentina no se vio exenta de pasar por olas privatiza-
doras fundadas en la idea de gestión y administración guber-
namental deficientes. En la década de 1990, el sector se vio 
amenazado al proponerse su privatización y desregulación, 
para transformarlo en un mercado de servicios con la mínima 
intervención del Estado.

De acuerdo con el Sistema Integrado de Información Sa-
nitaria Argentino (sia) dependiente del Ministerio de Salud,37 
de cada diez personas residentes en Argentina, seis están cu-
biertas por alguna obra social, una recibe atención de alguna 
empresa de prepago y tres son atendidas por el sector público. 
Si bien de manera empírica podría hablarse de una cobertura 
plena, el acceso a los servicios de salud por parte del sector 
público se considera aún desigual, pues la mayoría de los ser-
vicios especializados, sólo por mencionar un ejemplo, se con-
centran en las grandes urbes.

Se ha buscado corregir estas desigualdades con medidas 
como la expedición de la Resolución 475/2016, cuyo objetivo 
es que las poblaciones más vulnerables tengan acceso efectivo 
a los servicios esenciales. Los resultados de estas estrategias 
permiten señalar que hoy la cobertura efectiva del sistema de 
atención a la salud en Argentina es cercana a 90%, con un área 
de oportunidad el incremento del 10% restante, así como la 
corrección de las desigualdades en el grupo de población cuya 
atención a la salud depende del sector público.

37 Ministerio de Salud, “Sistema Integrado de Información Sanitaria Argen-
tino”, 2020.
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6.1.3 México

En México, el sistema de atención a la salud se encuentra 
sumamente fraccionado. Cuenta con servicios ofrecidos por 
seguros sociales (cerca de un centenar) a cuyos beneficios 
puede acceder la persona trabajadora asegurada directa y 
su núcleo familiar. Los seguros sociales más importantes 
son los que administra el Instituto Mexicano del Seguro So-
cial (imss), desde 1942, el Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado (issste), desde 
1959, y el Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas 
Armadas (issfam), desde 1976.  En conjunto con las demás 
instituciones análogas y de acuerdo con datos del Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), la cobertura 
no incluye a cerca de 57% de la población económicamente 
activa (pea), es decir, más de 30 millones de personas y sus 
familias, lo cual implicaría la desprotección de casi 50% de 
la población total.

Si bien el gobierno federal y los 32 gobiernos estatales 
ofrecen servicios de atención a la salud a precio de costo para 
quienes no los reciben de un seguro social, existe desigual-
dad en la atención. Por ejemplo, los institutos nacionales de 
salud (organismos públicos de alta especialidad que depen-
den del gobierno federal) se ubican en la capital del país.

Con la finalidad de ofrecer una cobertura eficiente al 
grupo de población descrito, en 2004 se creó el Sistema de 
Protección Social en Salud (spss), en el que se estableció una 
figura denominada Seguro Popular. Se trataba de un progra-
ma de afiliación con aportaciones tripartitas por familia pro-
venientes tanto de las personas protegidas (con base en su 
nivel de ingresos; las personas de menores recursos estaban 
exentas de pago) como de los gobiernos federal y estatal, que 
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ofrecía atención médica especializada para un catálogo limi-
tado de enfermedades.

Si bien las estadísticas del spss muestran un incremento 
en la cobertura al pasar de 5.3 millones de personas afiliadas 
en 2004 a 51.9 en 2019, el sistema no generó nueva infraes-
tructura médica y comenzó un proceso de sobresaturación 
en el sistema de por sí escaso. Si bien amplió gradualmente 
el catálogo de enfermedades, nunca llegó a ofrecer atención 
médica integral a todo tipo de padecimientos.

En vista de estos problemas, el gobierno de México modi-
ficó las leyes en la materia en 2019 y en 2020 comenzó a ope-
rar el Instituto de Salud para el Bienestar (Insabi), cuyo ob-
jetivo es alcanzar la cobertura plena en materia de salud por 
medio de una financiación íntegra a cargo del Estado. Aunque 
el Insabi ha experimentado dificultades desde el comienzo, 
que se han acentuado con la emergencia sanitaria derivada de 
la aparición del SARS-CoV2 y la enfermedad covid-19, es un 
segundo paso para la ampliación de la cobertura de atención 
a la salud.

Más adelante se analizarán los beneficios y alcances de 
la creación del Insabi y la desaparición del Seguro Popular, a 
partir las diferencias expuestas por Moreno y Sánchez, como 
se expone en la Tabla 3.38

38 Salvador Moreno Pérez y José Juan Sánchez Reyes, “Reflexiones sobre la 
operación del Seguro Popular y el Instituto de Salud para el Bienestar”, Centro 
de Estudios Sociales y de Opinión Pública-Cámara de Diputados, Ciudad de 
México, 2020.
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Tabla 3. Principales características  
del Seguro Popular y el Insabi

Aspecto Seguro Popular Insabi

Ob
je

tiv
o 

ge
ne

ra
l

Brindar protección financiera 
a los mexicanos al ofrecer 
una opción con criterios 

de aseguramiento público 
en materia de salud a 

familias y ciudadanos que 
por su condición laboral 
y socioeconómica no son 
derechohabientes de las 

instituciones de seguridad 
social. 

Proveer y garantizar la 
prestación gratuita de servicios 

de salud, medicamentos y 
demás insumos asociados al 
primero y segundo niveles 

de atención a todas las 
personas que carecen de la 

protección de un seguro social. 
Impulsar, en coordinación 
con la Secretaría de Salud 
en su calidad de órgano 

rector, acciones orientadas 
a lograr una adecuada 

integración y articulación de 
las instituciones públicas del 
Sistema Nacional de Salud. 

Cr
ite

ri
os

 d
e 

ex
cl

us
ió

n No reinscribirse o no pagar la 
cuota familiar.

Afiliarse a un seguro social.
Cláusula de exclusión 

definitiva. 

Cuando el beneficiario se 
incorpore a algún seguro social 

federal o local.
Cláusula de exclusión 

definitiva.

Be
ne

fic
ia

ri
os

Titular y miembros de la 
familia registrados.

Todas las personas residentes 
en el país que no cuenten con 

los servicios de un seguro 
social. 

Co
be

rt
ur

a Según datos de la Secretaría 
de Salud, en junio de 2019 el 
Seguro Popular tenía 51 375 

497 personas afiliadas.

No disponible.
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Aspecto Seguro Popular Insabi

Cr
ite

ri
os

 d
e 

el
eg

ib
ili

da
d Residir en las zonas y regiones 

seleccionadas de las entidades 
federativas participantes en el 

programa.
No ser derechohabiente de un 

seguro social.
Optar voluntariamente por 

afiliarse.
Cubrir la cuota de afiliación 

correspondiente. 

Ser personas que se encuentren 
en el territorio nacional.

No ser derechohabiente de un 
seguro social.

Contar con Clave Única 
de Registro de Población. 

En caso de no tenerla, 
podrá presentarse acta de 
nacimiento, certificado de 

nacimiento o los documentos 
que se establezcan en las 

disposiciones reglamentarias. 

Fi
na

nc
ia

ci
ón Tripartita: gobierno federal, 

gobierno estatal y familia.
Prima familiar según ingreso.

La ley prevé cuota 
moderadora.

A cargo del gobierno en los dos 
primeros niveles de atención.

Be
ne

fic
io

s g
ar

an
tiz

ad
os Paquete de servicios y 

medicamentos especificados 
en el Catálogo Universal de 

Servicios de Salud (Causes) y 
cuatro de gastos. Catastróficos, 
los incluidos en el seguro para 

una Nueva Generación y en 
Embarazo Saludable.

Los demás los paga el paciente. 

Compendio Nacional de 
Insumos para la Salud. 
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Aspecto Seguro Popular Insabi

Pr
es

ta
do

r d
el

 se
rv

ic
io Hospitales autónomos y 

centros de salud de los 
Servicios Estatales de Salud 

(ses) según la Ley General de 
Salud.

El reglamento permite 
prestación interinstitucional y 
con prestadores privados vía 

convenios o acuerdos de gestión. 

Acuerdos de coordinación 
Federación-entidades 

federativas.
Modelo de acceso universal.

Sistema de Redes.

Fuente: cesop, Programa Seguro Popular de Salud, Cámara de Diputados, 
México, 2004, pp. 1-4; Asa Cristina Laurell, Impacto del Seguro Popular 
en el Sistema de Pensiones de Salud Mexicana, Porrúa, México, 2015, p. 
36; Secretaría de Salud, Primer Informe de Labores 2018-2019, México, 
septiembre de 2019; Ley General de Salud, Texto Vigente, Última refor-
ma publicada DOF 29-11-2019, disponible en ww.camaradediputados.
com (consulta: 17 de enero de 2020)

6.2 Seguridad básica del ingreso  
para las personas de edad

El concepto “seguridad básica del ingreso” genera en sí varias 
preguntas: ¿cuál es un monto de ingreso adecuado? ¿a partir 
de qué edad se puede considerar a una persona como pobla-
ción objetivo?

Beveridge expuso en su “Informe sobre Seguros Sociales 
y Servicios afines” que el sistema de seguridad social debía ga-
rantizar beneficios necesarios para la subsistencia, mientras 
el Convenio 102 de la oit estableció un porcentaje mínimo en 
función de los ingresos que tuviera la persona antes de llegar 
a la tercera edad.
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Por otro lado, la edad para definir el ingreso a la vejez 
varía en cada país. Si bien los 65 años es la edad más común, el 
único referente de su origen es el seguro por vejez establecido 
en la década de 1880 por Otto Leopold von Bismarck. A partir 
de ese caso, la mayoría de los países establecieron la misma 
edad y la han mantenido por varios años, con excepciones 
como España o Japón, que se justifican en el Convenio 102 de 
la oit cuando señala que la edad prescrita para la contingen-
cia cubierta por los beneficios por vejez “no deberá exceder de 
sesenta y cinco años. Sin embargo, la autoridad competente 
podrá fijar una edad más elevada, teniendo en cuenta la capa-
cidad de trabajo de las personas de edad avanzada en el país 
de que se trate”.39

De acuerdo con la generalidad de las definiciones y los 
elementos descritos en el presente documento, cada país ha 
tomado su propio camino para tratar de proteger a la totali-
dad de las personas que han alcanzado la edad establecida 
como prescrita y garantizar que cuenten con recursos sufi-
cientes para un nivel de vida adecuado.

Se presenta una descripción general de las medidas apli-
cadas en tres países, basados primordialmente en el forta-
lecimiento de un pilar de financiación indirecta, es decir, un 
esquema de transferencias cuyos recursos provienen del pre-
supuesto de gobierno.

6.2.1 Costa Rica

Como otros países de la región, Costa Rica tiene un sistema 
de pensiones fragmentado, es decir, en el que coexisten varios 
sistemas. Los principales son los de financiación directa, que 

39 Ibid.
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funcionan bajo un esquema de aseguramiento social o fondos 
de previsión social.

El principal de estos sistemas es el seguro de invali-
dez, vejez y muerte (ivm), administrado y gestionado por la 
ccss, cuya participación en cobertura es de 92%. Este sis-
tema es supervisado por la Superintendencia de Pensiones 
(Supen), organismo creado para supervisar y en la mayoría 
de los casos regular todos sistemas de pensiones. Los res-
tantes son:

•	 El del Magisterio Nacional, cuya gestión y administra-
ción está a cargo de la Junta de Pensiones y Jubilaciones 
del Magisterio Nacional (Jupema). Este sistema cubre 
6% del total de la población.

•	 Un sistema transitorio (cerrado), también del Magiste-
rio Nacional, gestionado por Jupema pero financiado 
con recursos del Estado.

•	 El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
(fjppj) que cubre 1% de la población.

•	 El de Pensiones y Jubilaciones de Bomberos Permanen-
tes, administrado por el ins, cuyo campo de acción es 
mínimo.

•	 Un subgrupo de sistemas enfocados en trabajadores es-
pecíficos, como los de Hacienda Pública, cuya adminis-
tración y gestión está a cargo de la Dirección Nacional 
de Pensiones, con financiación del Estado.

Asimismo, existen sistemas de financiación indirecta de 
tipo asistencial con los que se ha logrado extender la cobertu-
ra pensiones y un sistema de ahorro individual complementa-
rio cuya administración recae en entidades privadas supervi-
sadas y reguladas por la Supen, conocidas como Operadoras 
Complementarias de Pensiones.
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Respecto a los programas de transferencias, Costa Rica 
tomó la delantera en América Latina con la creación de un ins-
trumento considerado de inversión social,40 el Fondo de Desa-
rrollo Social y Asignaciones Familiares (Fodesaf), surgido de 
la promulgación de la Ley de Desarrollo Social y Asignaciones 
Familiares de 1974.

Si bien este fondo tiene varios propósitos, como el apoyo 
a programas en beneficio de las mujeres, comedores escola-
res y becas estudiantiles, es de interés el programa Régimen 
no contributivo de pensiones (rnc), que absorbe 20% de los 
recursos del Fodesaf y los entrega a la ccss para su adminis-
tración y gestión.

El rnc brinda beneficios pensionarios a todas aquellas 
personas que cumplan las siguientes condiciones:

•	 Ser ciudadano costarricense.
•	 Encontrarse en estado evidente de necesidad.
•	 No tener capacidades para desempeñar una actividad 

laboral remunerada.
•	 No recibir beneficios de alguno de los seis sistemas de 

seguro social y previsión social descritos con anterio-
ridad.

•	 Tener 65 años de edad o entre 50 y 65 para personas 
con discapacidad física y/o mental que le impida tra-
bajar.

Desde 1989, dentro del rnc existe un programa de pen-
siones por parálisis cerebral profunda, que representa 3% de 
la población total beneficiada.

40 Fabio M. Bertranou, Carmen Solorio y Wouter van Ginneken (eds.), Pensio-
nes no contributivas y asistenciales. Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica y Uru-
guay, Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra, 2002.
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Con datos de 2018, se observa que la cobertura del rnc cre-
ció en promedio 2.3% anual de 2001 a 2018.41 Se trata de un por-
centaje relativamente pequeño en la cobertura total de la pobla-
ción, pero en número absolutos la cifra ascendía a cerca de 112 
000 personas.42 Esto contribuye a ampliar la cobertura nacional, 
aunque el porcentaje faltante engloba de nuevo a poblaciones de 
difícil cobertura, como población indígena y trabajadores esta-
cionales y migrantes, como ocurre en la atención a la salud.

Una de las áreas de oportunidad del rnc es el estable-
cimiento del monto de las pensiones, pues debido a las res-
tricciones presupuestarias del Fodesaf y su facultad d para 
establecer la cuantía, pero con la posibilidad de revocamien-
to o ajuste por parte de la ccss, su valor adquisitivo no se ha 
mantenido a lo largo del tiempo. Según Durán,43 el monto pro-
medio asignado y efectivamente pagado en 2000, fue inferior 
28% en términos reales respecto al de 1975.

6.2.2 Argentina

Argentina se puede considerar un país pionero en el estable-
cimiento de pisos de protección social. Desde 1948 instauró el 
Programa de Pensiones No Contributivas (pnc), para ofrecer 
beneficios a siete grupos de personas:

41 José Francisco Pacheco, Hazel Elizondo y Juan Carlos Pacheco, El sistema de 
pensiones en Costa Rica, cepal, Santiago, 2020.
42 Al 31 de julio de 2020, la ccss reportó 128 000 beneficiarios, lo que im-
plicó un crecimiento importante, probablemente debido a la pandemia de 
SARS-CoV2.
43 Fabio Durán, “Los programas de asistencia social en Costa Rica: El régimen 
no contributivo de pensiones”, en Fabio M. Bertranou, Carmen Solorio y Wou-
ter van Ginneken (eds.), Pensiones no contributivas y asistenciales. Argentina, 
Brasil, Chile, Costa Rica y Uruguay, Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra, 
2002, p. 203.
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1) Adultos mayores de 70 años.
2) Mujeres con siete o más hijos nacidos vivos propios o 

adoptados.
3) Personas con discapacidad.
4) Personas beneficiadas por leyes especiales.
5) Personas elegidas por algún miembro del Congreso de 

la Nación.
6) Familiares de desaparecidos.
7) Veteranos de la Guerra de las Malvinas.

En el caso de los tres primeros grupos, es requisito indis-
pensable no tener algún otro beneficio proveniente de un segu-
ro social y no contar con bienes, ingresos u otro tipo de recursos 
que permitan al beneficiario y su familia un nivel mínimo de 
subsistencia. En adición, las personas adultas mayores no de-
ben contar con familiares obligados a su apoyo de manutención 
para recibir pensión. Los residentes extranjeros deben compro-
bar un tiempo mínimo de residencia de 20 años continuos.

De acuerdo con Bertranou y Grushka,44 aunque la cober-
tura de pensiones para adultos de 70 años de edad se estancó 
desde 1999 y hasta 2003, gracias al pnc se evidencia que la 
cobertura de la población en la tercera edad se encuentra por 
arriba de 70%. También vale destacar que el programa ha re-
ducido la incidencia de la pobreza media en 31% y de la po-
breza extrema en 67%.

Si bien es muy pronto para evaluar el impacto de la pan-
demia por SARS-CoV2, es previsible que el número de per-

44 Bertranou, Fabio M., Solorio, Carmen y van Ginneken, Wouter (eds.), “Pen-
siones no contributivas y asistenciales. Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica y 
Uruguay”, Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra, 2002. Disponible en 
https://www.ilo.org/public/libdoc/ilo/2002/102B09_259_span.pdf
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sonas que soliciten acceso al pnc se incremente, por lo que 
al enfrentar mayor solicitud de erogaciones, aun cuando no 
correspondan necesariamente a beneficios por vejez, el pro-
grama corre el riesgo de tener que congelar el número de be-
neficios que otorga, como ocurrió en 2004 como consecuencia 
de la crisis económica que afectó al país.

6.2.3 México

De los tres casos descritos, México fue el tercer país en establecer 
pisos de protección social. Si bien desde el siglo xx existió una Se-
cretaría de Estado de Desarrollo Social (hoy Secretaría del Bien-
estar), los programas y objetivos eran disímbolos y variados. Fue 
en 2001 cuando el gobierno de la capital del país estableció una 
pensión para personas de 70 años y más residentes en la demar-
cación, edad que después se redujo a 68 años. Con un poco de 
rezago, en 2007 el gobierno federal instauró el programa “70 y 
más” con más restricciones y menores montos de beneficios.

Este tipo de programas de transferencias cobró relevan-
cia en años posteriores y fueron reproducidos con variantes 
en algunas entidades del país. En 2013, el gobierno federal 
consideró que debía evitarse la duplicidad de beneficios e 
intentó unificar en un solo programa todos los existentes.45 
Desafortunadamente, intereses de diverso tipo detuvieron la 
iniciativa presidencial, que entre otras cosas destacó por pro-
poner una edad mínima que no fuera fija, sino que se ajustara 
quinquenalmente conforme se incrementara la esperanza de 
vida de la población.

45 Presidencia de la República , “Iniciativa de Ley con Proyecto de Decreto que 
establece la Ley de la Pensión Universal”, 2013, Disponible en: http://www.
diputados.gob.mx/PEF2014/ingresos/09_lpu_lsd.pdf
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Hasta 2019, con la llegada a la presidencia de la república 
de la misma persona que instauró el programa arriba men-
cionado en la capital del país, la pensión se universalizó para 
todas las personas de 68 años y más, con una excepción para 
personas de poblaciones indígenas y afromexicanas, cuya 
edad fue establecida en 65 años.

Con la aplicación de este programa basado en la protec-
ción universal, es innegable que México casi ha logrado una 
cobertura plena en materia pensionaria; sin embargo, los si-
guientes puntos pueden considerarse áreas de oportunidad 
para mejorar el programa y ser considerado un caso de me-
jores prácticas:

•	 El monto monetario que se entrega es bajo, ya que ni 
siquiera corresponde a un salario mínimo general, que 
la legislación en México define como el monto mínimo 
que debe recibir una persona para atender sus necesi-
dades básicas.

•	 Este beneficio universal permite que 35% de la po-
blación que no recibía pensiones de un seguro social 
ahora tengan este apoyo. Sin embargo, el beneficio se 
duplica en el caso de las personas que sí cuentan con 
un seguro social. Es notorio que existen personas que 
reciben el beneficio sin requerirlo y si esto se corrige, 
se podría incrementar el monto del beneficio que en-
trega el programa.

•	 La canalización de recursos hacia algunos sectores de 
la población está duplicada o triplicada. Por ejemplo, 
una persona que cotice en un esquema de ahorro in-
dividual, como los establecidos en los ordenamientos 
del imss y el issste, puede recibir una aportación gu-
bernamental bajo el nombre de cuota social; después 
del retiro, si no reúne dinero suficiente en su cuenta 
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individual, podrá recibir del gobierno una aportación 
extraordinaria para alcanzar una pensión mínima ga-
rantizada, y también puede recibir la pensión para 
personas adultas mayores.

•	 Existen dos elementos jurídicos que deben ser tomados 
en cuenta:

	ў La diferencia entre la edad que permite acceder a 
una pensión de financiación directa (seguros socia-
les y ahorro individual) establecida en la mayoría 
de los ordenamientos legales en 65 años y la que 
otorga el derecho a la pensión universal.

	ў Personas mexicanas que no pertenezcan a grupos 
indígenas y afromexicanos tienen que esperar tres 
años más para recibir el beneficio, lo cual podría 
considerarse discriminatorio.
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7. Reflexiones finales

Es innegable que en la región americana el empleo formal en 
relación de dependencia se ha estancado y en algunos casos 
reducido, lo que impide que los seguros sociales logren su 
objetivo como instrumentos fundamentales de la seguridad 
social. También debe reconocerse que, en un mundo globali-
zado, la crisis económica originada en un país puede afectar 
a grandes regiones o incluso al mundo, como ocurrió con la 
crisis económica de México de 1994 a 1995 o la de Estados 
Unidos de América de 2008 a 2009.

Si lo anterior no fuera suficiente, 2020 mostró que las 
crisis económicas no son causadas sólo por decisiones políti-
cas o actos de corrupción que se originan ante la falta de regu-
laciones sólidas que prevengan y no sólo sancionen conductas 
inadecuadas. La aparición del SARS-CoV2 y la enfermedad co-
vid-19 han puesto en jaque a los mercados y las economías na-
cionales e internacionales, y han traído consigo una caída en el 
empleo formal y el consecuente crecimiento del informal, de 
por si extendido en la región.

Por otro lado, si bien los beneficios por desempleo son 
parte del Convenio 102 de la oit, por sus características es 
complicado establecerlos en países con economías como las 
de la región latinoamericana. Aun cuando esto fuera posi-
ble, tendrían un alcance limitado por ser beneficios de corto 
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plazo que además deberían incentivar el retorno al mercado 
laboral formal.

En consecuencia, los programas de transferencias socia-
les pueden implementarse incluso en economías en desarro-
llo, pueden evitar el crecimiento de la pobreza y contribuir a 
disminuirla, en especial si se enfocan en atender las necesi-
dades básicas de la población, como la asistencia médica y un 
ingreso que permita un nivel de vida mínimo.

Si bien dentro de los objetivos de este documento no se 
encuentra establecer directrices para la creación de esquemas 
de transferencias, sí se ha buscado ofrecer un razonamiento 
que permita concluir que, ante la situación pasada, actual y 
probable futura de los sistemas de seguridad social, una he-
rramienta para la ampliación de la cobertura que colateral-
mente contribuya a evitar la pobreza es el establecimiento de 
programas basados en los instrumentos protección universal 
y asistencia social, como se ha registrado en tres países de la 
región, seleccionados por tener dentro de sus políticas socia-
les pilares basados en las transferencias, cuyo resultado in-
mediato y en el largo plazo es precisamente un incremento 
significativo de la cobertura con todos los beneficios que eso 
conlleva. Corresponderá a cada gobierno, institución y socie-
dad diseñar la política social que más le convenga y beneficie 
a todas las personas que la componen.
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